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de aplicar aquella norma que es precisamente, la adecuada”3 
Décimo Noveno.- Resolviendo la denuncia acotada, debe anotarse 
que la misma no puede prosperar habida cuenta que la aplicación de 
la norma denunciada para la solución del caso resulta impertinente, 
toda vez que el presente proceso se instauró con la fi nalidad de 
nulifi car actos de compraventa realizados por los demandados, más 
no está dirigida a que en la misma se disponga el otorgamiento de 
bienes que habría adquirido el transferente bajo las condiciones 
pactadas en la declaración jurada de fecha 24 de febrero de 2006, 
más aún, si de los fundamentos glosados en el recurso, se estaría 
pretendiendo no sólo un reconocimiento de posesión y hasta 
propiedad de la accionante sino de terceras personas que no han 
invocado petición alguna, por lo que el recurso en este extremo 
también debe desestimarse. DECISION: Por los fundamentos 
expuestos, y en aplicación del artículo 397º del Código Procesal 
Civil. Declararon: INFUNDADO el recurso de casación interpuesto 
por Senovia Capcha Rodríguez de fecha 07 de diciembre de 2015, 
NO CASARON la sentencia de vista de fecha 10 de junio de 2015, 
expedida por la Sala Civil Descentralizada Transitoria de Ate de la 
Corte Superior de Justicia de Lima Este (fojas 1173), que confi rmó 
la sentencia impugnada del 27 de enero de 2014, que declaró 
infundada la demanda de nulidad de acto jurídico. DISPUSIERON: 
la publicación de la presente resolución en el Diario Ofi cial El 
Peruano, bajo responsabilidad funcional, en los seguidos por 
Senovia Capcha Rodriguez con Raúl Arias Romero, Elena Huayta 
Cáceres, Pascual Huayta Cáceres, Flavio Meléndez Quispe, Julia 
Damas Cristóbal de Borja, Magdalena Evangelista Pascual, Ezequiel 
Muñico Ambrosio y Margarita Paitán Poma de Muñico, sobre nulidad 
de acto jurídico; y, los devolvieron. Interviniendo como ponente la 
señora Jueza Suprema Huamaní Llamas. SS. TÁVARA CÓRDOVA, 
HURTADO REYES, HUAMANÍ LLAMAS, SALAZAR LIZARRAGA, 
CALDERÓN PUERTAS

1 Casación Nº 6910-2015, expedida por la Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República el 18 de agosto de 2015.

2 JOSE LEON BARANDIARAN, “Tratado de Derecho Civil”. Tomo II Acto Jurídico, 
WG Editor, Lima, 1991. Tomado de la Tesis en Derecho de la Empresa: la Acción 
de nulidad y la impugnación de los acuerdos societarios, legitimación, procesos y 
caducidad en la Ley General de Sociedades. Pontifi cia Universidad Católica del 
Perú. Maestría en Derecho de la Empresa. Andrés Gabriel Paz Guillén página 18.

3 SANCHEZ-PALACIOS PAIVA, Manuel. El Recurso de Casación Civil. Praxis. 
Cultural Cuzco S.A. Editores. Lima, 1999. Pág .62
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CASACIÓN Nº 4074-2016 JUNÍN

Materia: DIVORCIO POR CAUSAL DE SEPARACIÓN DE HECHO.

Lima, siete de noviembre del dos mil dieciocho.

VISTOS; y, CONSIDERANDO: Primero.- Que, se procede a califi car 
el recurso de casación interpuesto por la demandante Flor de María 
Pérez Garay viuda de Huarcaya, a fojas doscientos sesenta, contra 
la sentencia de vista de fecha veintidós de julio de dos mil dieciséis, 
obrante a fojas doscientos cuarenta y seis, que confi rma la 
sentencia apelada de fecha veintiocho de enero de dos mil dieciséis, 
obrante a fojas doscientos diez que declara fundada en parte la 
demanda; integraron la apelada en el extremo del numeral cuarto 
de la parte resolutiva, declarando improcedente la adjudicación 
preferente de bienes de la sociedad a favor de la demandante. Por 
lo que, corresponde examinar si el recurso extraordinario cumple 
con los requisitos que exigen los artículos 386, 387 y 388 del Código 
Procesal Civil, modifi cados por la Ley número 29364. Segundo.- 
Que, antes de revisar el cumplimiento de los requisitos necesarios 
para el recurso de casación, se debe tener presente que éste es 
extraordinario, eminentemente formal y técnico, por lo que tiene que 
estar estructurado con estricta sujeción a los requisitos que exige la 
norma procesal civil para su admisibilidad y procedibilidad, es decir, 
se debe puntualizar en cuál de las causales se sustenta, si es: i) 
en la Infracción normativa; o, ii) en el apartamiento inmotivado del 
precedente judicial. Debe presentar además, una fundamentación 
precisa, clara y pertinente respecto de cada una de las referidas 
causales, así como demostrar la incidencia directa de la infracción 
sobre la decisión impugnada. Que, esta exigencia es para lograr 
los fi nes de la casación: nomofi láctico, uniformizador y dikelógico. 
Siendo así, es obligación procesal de la justiciable recurrente 
saber adecuar los agravios que denuncia a las causales que para 
la referida fi nalidad taxativamente se encuentran determinadas 
en la norma procesal civil, pues el Tribunal de Casación no está 
facultado para interpretar el recurso extraordinario, ni para integrar 
o remediar las carencias del mismo o dar por supuesta y explícita 
la falta de causal, tampoco para subsanar de ofi cio los defectos en 
que incurre la casacionista, en la formulación del referido recurso. 
Tercero.- Que, en ese sentido, se verifi ca que el recurso de casación 
interpuesto a fojas doscientos sesenta, cumple con los requisitos 
para su admisibilidad, conforme lo exige el artículo 387 del 
Código Procesal Civil, modifi cado por la Ley número 29364, toda 
vez que se interpone: i) Contra la sentencia expedida por la Sala 
Civil Permanente de Huancayo de la Corte Superior de Justicia de 
Junín que, como órgano jurisdiccional de segunda instancia, pone 

fi n al proceso; ii) Ante el referido órgano jurisdiccional que emitió 
la resolución impugnada; iii) Ha sido presentado dentro del plazo 
previsto en la norma, pues ésta fue notifi cada a la recurrente el cinco 
de agosto de dos mil dieciséis, conforme a la constancia del cargo 
de notifi cación de fojas doscientos cincuenta y cinco y el referido 
recurso de casación fue interpuesto el diecinueve de agosto de 
dicho año, es decir, al décimo día hábil de notifi cado; y, iv) Se ha 
adjuntado el arancel judicial respectivo a fojas doscientos cincuenta 
y nueve. Cuarto.- Que, al evaluar los requisitos de procedencia 
dispuestos en los cuatro incisos del artículo 388 del Código Procesal 
Civil, modifi cado por la Ley número 29364, se verifi ca que la parte 
casacionista satisface el primer requisito, previsto en el inciso 
uno del referido artículo, toda vez que no consintió la resolución 
de primera instancia que le fue desfavorable. Quinto.- Que, para 
establecer el cumplimiento de los incisos 2º, 3º y 4º del precitado 
artículo 388, la parte recurrente debe señalar en qué consisten 
las infracciones normativas denunciadas. En el presente caso, se 
denuncia: Infracción normativa de los artículos 139 incisos 3º 
y 5º de la Constitución Política del Perú, artículos 122 inciso 
4º, 197 del Código Procesal Civil y artículo 345-A del Código 
Civil; Apartamiento inmotivado del Tercer Pleno Casatorio 
Civil. Alega que se ha vulnerado el derecho al debido proceso y 
motivación de las resoluciones judiciales, pues no se ha aplicado 
correctamente el artículo 345-A del Código Civil, al desconocer la 
naturaleza jurídica real de la indemnización prevista en la referida 
norma, la cual no tiene carácter resarcitoria sino es una obligación 
legal basada en la solidaridad familiar que es la consecuencia de 
un matrimonio desquebrajado que no cumplió con sus fi nes para 
el que se unió, como el proyecto de desarrollo familiar y personal. 
Sexto.- Que examinadas las distintas alegaciones expresadas 
por la recurrente, se observa que lo que pretende es cuestionar 
las conclusiones a las que han arribado las instancias de mérito, 
esto es, que del análisis respecto a la determinación del cónyuge 
más perjudicado indicando en el presente caso que no existen los 
elementos de convicción necesarios para determinarlo, que fue la 
propia demandante quien se habría retirado de manera voluntaria 
del hogar conyugal, además la actora no ha probado la existencia 
de alguna denuncia sobre el presunto delito contra la libertad sexual 
o de algún tratamiento psicológico referido a su menor hija, ni se ha 
probado la existencia de alguna denuncia sobre violencia familiar 
en agravio de la actora; por ende, en consecuencia respecto a la no 
verifi cación de un cónyuge más perjudicado, concluye que tampoco 
es posible fi jar una indemnización ni adjudicar de manera preferente 
bienes conyugales a la actora; siendo así, no resulta amparable la 
denuncia. Sétimo.- Que en conclusión, la impugnante no ha cumplido 
con los requisitos de procedencia establecidos en los incisos 2º y 3º 
del artículo 388 del Código Procesal Civil, al no haber descrito con 
claridad y precisión las infracciones normativas invocadas; menos 
aún ha demostrado la incidencia directa que tendría aquélla sobre 
la decisión impugnada. Finalmente, si bien es cierto, cumple con 
señalar la naturaleza de su pedido casatorio como anulatorio y/o 
revocatorio, debe considerarse que, en virtud a lo dispuesto en el 
artículo 392 del Código adjetivo, los requisitos de procedencia de 
este recurso extraordinario son concurrentes; en consecuencia, el 
incumplimiento de cualquiera de ellos da lugar a la improcedencia. 
Por estos fundamentos: Declararon IMPROCEDENTE el recurso de 
casación interpuesto por la demandante Flor de María Pérez Garay 
viuda de Huarcaya, obrante a fojas doscientos sesenta, contra la 
sentencia de vista de fecha veintidós de julio de dos mil dieciséis, 
obrante a fojas doscientos cuarenta y seis; DISPUSIERON la 
publicación de la presente resolución en el diario ofi cial “El Peruano”, 
bajo responsabilidad; en los seguidos por Flor de María Pérez 
Garay viuda de Huarcaya con Omar Ramón Huarcaya Junes, 
sobre divorcio por causal de separación de hecho; y, los devolvieron. 
Interviene como ponente el Juez Supremo señor Salazar Lizárraga. 
SS. TÁVARA CÓRDOVA, HURTADO REYES, HUAMANI LLAMAS, 
SALAZAR LIZÁRRAGA, CALDERÓN PUERTAS   C-1780348-3

CASACIÓN Nº 11-2017 LIMA SUR

Materia: DESALOJO POR OCUPACIÓN PRECARIA.
Afectación al principio de preclusión, se transgrede dicho 
principio toda vez que la sentencia de vista basa su análisis en 
medios probatorios incorporados al proceso después de haberse 
producido la vista de la causa, determinado que no se encuentra 
acreditado la precariedad de la parte emplazada.

Lima, treinta y uno de julio de dos mil dieciocho.-

LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA; con el expediente principal; vista la 
causa número once de dos mil diecisiete; en audiencia pública de 
la fecha, y producida la votación correspondiente, se emite la 
siguiente sentencia: MATERIA DEL RECURSO: Se trata del 
recurso de casación interpuesto por el demandante David 
Saavedra Ayende, contra la sentencia de vista de fecha 20 de 
setiembre de 2016, expedida por la Sala Civil de la Corte Superior 
de Justicia de Lima Sur (fojas 162), que revocó la sentencia 
apelada de fecha 12 de noviembre de 2015 (fojas 42), que declaró 
fundada la demanda de desalojo por ocupación precaria, 
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ordenando que la demandada cumpla con restituirle el inmueble 
sito en Pueblo Joven Juan Pablo II Mz o lote 22, Distrito de Villa 
María del Triunfo; reformándola, declaró infundada dicha demanda. 
ANTECEDENTES: Para analizar esta causa civil y verifi car si se ha 
incurrido o no, en la infracción normativa denunciada por David 
Saavedra Ayende, es necesario realizar las siguientes precisiones 
fácticas sobre este proceso, ya que sin hechos no se puede aplicar 
el hecho para cuyo efecto se puntualiza. ETAPA POSTULATORIA 
DEL PROCESO: Interposición de la Demanda.- David Saavedra 
Ayende, mediante escrito de fecha 30 de enero de 2015 (fojas 16), 
interpone demanda en contra de Catherine Ramos Cueva, 
alegando lo siguiente: Pretensión.- Se disponga que la demandada 
cumpla con desocupar y restituir la posesión del inmueble ubicado 
en el Pueblo Joven Juan Pablo II, manzana O, Lote 22 del Distrito 
de Villa María del Triunfo de la Provincia y Departamento de Lima, 
bien que se encuentra debidamente inscrito ante los Registros 
Públicos. Fundamenta su demanda, bajo los siguientes 
argumentos: • Señala que es propietario de los derechos y acciones 
del bien sub litis, por haber sido declarado heredero de su extinta 
cónyuge Feliciana Asto Arone, el 26 de mayo de 2014. • Sostiene 
que su cónyuge se adjudicó el inmueble el 05 de marzo de 2007, al 
expedirle la Municipalidad Metropolitana de Lima, -saneado por 
COFOPRI- el 100% de los derechos y acciones como titular del 
predio. • Pese que requirió a la demandada mediante Carta Notarial 
y requerimientos verbales, desocupe y le entre el bien materia de 
controversia, esta no ha cumplido con desocupar el inmueble. Por 
Resolución Nº 02 de fecha quince de junio de dos mil quince. 
(fs. 27).- El Juez de Juzgado Especializado en lo civil de la Corte 
superior de Justicia de Lima, declaró Rebelde a la demandada. 
DESPACHO SANEADOR Y FIJACIÓN DE PUNTOS 
CONTROVERTIDOS: Saneamiento Procesal.- Mediante Acta de 
Audiencia Única de fecha 21 de octubre de 2015 (fojas 36) el Juez 
de la causa declaró saneado el presente proceso por existir una 
relación jurídicamente válida. Puntos Controvertidos.- En la 
Audiencia Única acotada, el A quo, fi jó como puntos controvertidos 
lo siguiente: a) Determinar si la demandada tiene la calidad de 
ocupante precario; b) Determinar si procede la restitución del bien 
sito en Pueblo Joven Juan Pablo II, Manzana O, Lote 22 del Distrito 
de Villa María del Triunfo, a favor del demandante. Sentencia de 
Primera Instancia.- El Juez del Juzgado Especializado en lo Civil 
de Villa María del Triunfo de la Corte Superior de Justicia de Lima 
Sur, mediante sentencia de fecha 12 de noviembre de 2015 (fojas 
42), declaró fundada la demanda, ordenando que la demandada, 
cumpla con desocupar y restituir el bien inmueble sub-litis, al 
considerar lo siguiente: • En el caso de autos, el demandante 
acredita el título que le otorga derecho a poseer el bien inmueble 
materia de demanda, con la copia literal del inmueble expedido por 
los Registros Públicos con Partida Nº PO3213750, en el cual se 
encuentra inscrito el bien sublitis • Atendiendo a la calidad que 
posee la demandada en el presente proceso, la misma que ha sido 
declarada rebelde mediante resolución número dos, pese a estar 
válidamente notifi cada conforme a los cargos de fojas treinta a 
treinta y tres, no ha ofrecido medio probatorio alguno que permita a 
este despacho determinar que su persona ostente algún título que 
justifi que su posesión en el inmueble, debiendo subsistir los 
fundamentos que sirvieron de base para admitir la demanda; por 
tanto, la demandada no cumple con las exigencias de la segunda 
condición copulativa del artículo 911º del Código Civil, al no 
justifi car la posesión que detenta del inmueble en controversia. 
Recurso de Apelación.- Mediante escrito de fecha 24 de diciembre 
de 2015 (fojas 63), Catherine Ramos Cueva, interpone recurso de 
apelación contra la sentencia de primera instancia, alegando lo 
siguiente: • La resolución apelada le causa agravio y daño moral, 
por cuanto con mucho esfuerzo ha podido pagar el monto de la 
venta de las acciones y derechos que ha comprado legalmente, así 
como las mejoras que ha realizado en el inmueble. • El inmueble lo 
adquirió mediante contrato privado de cesión de derechos y 
acciones realizado por su anterior propietaria Feliciana Asto Arone, 
quien ejercía su único derecho frente al inmueble por haberse 
adjudicado como bien propio la Municipalidad Metropolitana el cual 
se puede apreciar en el asiento 0002 de la misma Partida Registral. 
Resolución de Segunda Instancia.- La Sala Especializada en lo 
Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima Sur, por Resolución 
Nº 10 del 20 de setiembre de 2016, revocó la sentencia apelada 
que declaró fundada la demanda; reformándola, la declaró 
infundada, sosteniendo que: • Si bien mediante Resolución Nº 02 
de fecha 15 de junio de 2015, se declaró rebelde a la demandada, 
siéndole aplicable el artículo 461º del Código Procesal Civil; sin 
embargo, por Resolución Nº 07 del 11 de julio de 2016, se procedió 
a admitir de manera excepcional como medio probatorio de ofi cio el 
Documento Privado de Cesión de Derechos y Acciones, que corre 
a fojas cincuenta y seis a sesenta de autos; dicho medio probatorio, 
resulta ser un título que justifi ca la posesión que ejerce la 
demandada sobre el inmueble materia de litis, ya que acredita que 
esta adquirió el 50% de los derechos y acciones del inmueble en 
controversia, de parte de Feliciana Asto Arone, cónyuge del 
demandante. • Asimismo se tiene que, se ha brindado la 
oportunidad al demandante a efectos de que exprese lo que 
considere respecto al Documento Privado de Cesión de Derechos 
y Acciones referido, sin embargo, no ha cuestionado dicho 

documento; en consecuencia, este instrumento acredita que la 
posesión que ejerce la demandada no es una posesión precaria, 
no confi gurándose lo regulado en el artículo 911º del Código Civil, 
debiendo desestimarse la demanda de desalojo. PROCEDIMIENTO 
CASATORIO: Causales por la que se declaró procedente el 
recurso de casación.- Esta Sala Suprema, mediante resolución 
de fecha 27 de octubre de 2017, se declaró procedente el recurso 
de casación interpuesto por David Saavedra Ayende, por las 
siguientes causales: a) Infracción normativa procesal de los 
artículos 194º, 202º y 203º del Código Procesal Civil. Sostiene 
que, la Sala Superior sin fundamentación jurídica ni jurisprudencial, 
admitió como prueba de ofi cio, mediante resolución número siete 
del once de julio de dos mil dieciséis (fojas 138), el documento 
denominado contrato privado de derechos y acciones (fojas 56), 
presentado por la demandada con su escrito de apelación, 
poniéndolo en conocimiento de las partes sin convocar a la 
correspondiente audiencia para su actuación, vulnerando de esta 
manera las normas antes señaladas. Agrega que, de la revisión del 
certifi cado de inscripción de quien en vida fuera su cónyuge 
Feliciana Asto Arone de Saavedra, se constata que la fi rma que 
utilizaba en todos sus actos públicos no corresponde a la que 
aparece en el mencionado documento, siendo este fraudulento y 
falsifi cado, cuya data corresponde a días antes de su fallecimiento, 
que de haberse llevado a cabo la Audiencia Especial pudo 
advertirse, por lo que no se puede tomar este medio probatorio 
como fundamento de la sentencia. b) Infracción normativa 
procesal del artículo 197 del Código Procesal Civil. Refi ere que, 
el Ad quem no valoró todos los medios probatorios en forma 
conjunta, pues en el hipotético caso que el contrato de cesión de 
derechos y acciones fuera legal, perdió su efi cacia y validez, al no 
haberse cancelado al recurrente el saldo del precio al que se hace 
referencia en las cláusulas quinta y sétima del referido contrato, por 
lo que la emplazada tiene la calidad de precaria. c) Infracción 
normativa procesal del artículo 199º del Código Procesal Civil. 
Manifi esta que, este dispositivo legal establece que: “Carece de 
efi cacia probatoria la prueba obtenida por simulación, dolo, 
intimidación, violencia o soborno”, en este sentido la prueba de 
ofi cio resulta inefi caz, debido a que no fue fi rmada por su cónyuge, 
habiendo la demandada falsifi cado dicho documento colocando 
como fecha de cancelación del saldo días después del fallecimiento 
de la cedente. d) Infracción normativa material del artículo 911 
del Código Civil. Indica que, la demandada tiene la condición de 
precaria al no haber pagado el saldo del precio, indicado en la 
cláusula quinta y sétima del contrato, ya que su cónyuge falleció el 
veintiséis de setiembre de dos mil siete, no habiéndosele abonado 
al recurrente suma alguna por ser el único heredero universal de la 
causante, razón por la cual, dicho contrato en el hipotético caso 
que fuera legal, perdió todo efecto y validez. e) Excepcionalmente 
la infracción normativa procesal del artículo 139º numerales 3) y 5) 
de la Constitución Política del Estado, a efectos de controlar la 
legalidad en el caso concreto, analizando el razonamiento lógico y 
la debida motivación de las resoluciones judiciales, teniendo en 
cuenta que el demandante cuestionó la valoración que se otorgó al 
contrato privado de derechos y acciones, con el que se acreditaría 
que este perdió efi cacia. Materia Jurídica de Debate.- La materia 
jurídica en debate en el presente caso se centra para verifi car si se 
ha infringido la debida motivación de las resoluciones 
jurisdiccionales, por cuanto no se habrían acreditado la 
concurrencia de los elementos regulados por el artículo 911º del 
Código Procesal Civil, para establecer si procede la demanda de 
desalojo. Fundamentos Jurídicos de este supremo Tribunal de 
Casación. Primero.- Al momento de califi car el recurso de 
casación se ha declarado la procedencia por la causal de infracción 
normativa por vicios in procedendo e iundicando, por lo que al 
atender sus efectos, es menester realizar previamente el estudio y 
análisis de la causal referida a infracciones procesales (de acuerdo 
al orden precisado en la presente resolución y conforme al recurso 
interpuesto), dado a los alcances de la decisión, pues en caso de 
ampararse la misma -esto es, si se declara fundado el recurso de 
casación- deberá reenviarse el proceso a la instancia de origen 
para que proceda conforme a lo resuelto, ello en armonía con lo 
dispuesto por el artículo 388º numeral 3) del Código Procesal Civil 
modifi cado por la Ley número 29364, que exige: “(...) indicar si el 
pedido casatorio es anulatorio o revocatorio. Si fuese anulatorio se 
precisará si es total o parcial y si es este último, se indicará hasta 
donde debe alcanzar la nulidad. Si fuera revocatorio, se precisará 
en que debe constituir la actuación de la Sala. Si el recurso 
contuviere ambos pedidos, deberá entenderse el anulatorio como 
principal y el revocatorio como subordinado”. Y, si bien, el 
casacionista no indica sí su pedido es anulatorio o revocatorio, esta 
Sala Suprema Civil, se pronunciará respecto a la infracción 
normativa procesal en virtud a los efectos que la misma conlleva y 
a su procedencia excepcional. Segundo.- Existe infracción 
normativa, cuando la resolución impugnada padece de anomalía, 
exceso, error o vicio de derecho en el razonamiento judicial 
decisorio lógico- jurídico –ratio decidendi- en el que incurre el 
juzgado ( interpretación errónea, aplicación indebida o inaplicación, 
contravención de las normas que garantizan el derecho a un 
debido proceso) perjudicial para la resolución de la controversia y 
nocivo para el sistema jurídico, que se debe subsanar mediante las 
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funciones del recurso de casación. Tercero.- El Derecho al Debido 
Proceso, consagrado en el Artículo 139º numeral 3) de la 
Constitución Política del Estado, comprende a su vez, entre otros 
derechos, el de obtener una resolución fundada en derecho, 
mediante las sentencias en las que los jueces y tribunales expliciten 
en forma sufi ciente las razones de sus fallos, con mención expresa 
de los elementos fácticos y jurídicos que los determinaron; norma, 
que resulta concordante con lo preceptuado por los Artículos 122º 
numeral 3) del Código Procesal Civil y 12º de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Del mismo modo debe precisarse que la exigencia 
de la motivación sufi ciente, prevista en el numeral 5) del referido 
artículo, garantiza que el justiciable pueda comprobar que la 
solución del caso concreto viene dada por una valoración racional 
de los elementos fácticos y jurídicos relacionados al caso y no de 
una arbitrariedad por parte del juez; de allí que una resolución que 
carezca de motivación sufi ciente no sólo vulnera las normas 
legales citadas, sino también principios de rango constitucional. 
Cuarto.- El derecho a la motivación de las resoluciones judiciales, 
una de cuya expresiones es el principio de congruencia, exige la 
identidad que debe mediar entre la materia, las partes y los hechos 
del proceso y lo resuelto por el juez; lo que implica que los jueces 
se encuentran obligados, por un lado, a no dar más de lo 
demandado o cosa distinta a lo pretendido, ni a fundar sus 
decisiones jurisdiccionales en hechos no alegados por las partes, 
lo que signifi ca que tienen la obligación de pronunciarse respecto a 
las alegaciones efectuadas por las partes tanto en sus escritos 
postulatorios como, de ser el caso, en sus medios impugnatorios; y, 
por otro, a no omitir dicho pronunciamiento, pues de lo contrario se 
produce una incongruencia, que altera la relación procesal, 
transgrediéndose las garantías del debido proceso. Quinto.- A fi n 
de determinar si un pronunciamiento específi co ha cumplido con el 
deber de motivación, en los términos antes reseñados, conviene 
recordar que, según lo ha sostenido esta Suprema Corte, “el 
cumplimiento de este deber no se satisface con la sola expresión 
escrita de las razones internas o sicológicas que han inclinado al 
juzgador a decidir la controversia de un modo determinado, sin 
importar cuáles sean éstas; sino que, por el contrario, exige 
necesariamente la existencia de una exposición clara y coherente 
en la sentencia que no sólo explique, sino que justifi que lógicamente 
la decisión adoptada, en base a las pruebas y demás hechos 
acontecidos en el proceso, y en atención a las normas jurídicas 
aplicables al caso”1. Sexto.- Asimismo, debe recordarse que la 
motivación, como expresión escrita de la justifi cación lógica en la 
cual se sostiene la decisión adoptada por el órgano jurisdiccional, 
solo puede ser califi cada como válida en tanto que ésta guarde 
correspondencia o congruencia con los argumentos 
esenciales esgrimidos por las partes dentro del proceso, 
puesto que solo la fundamentación que responda adecuadamente 
al debate producido en el proceso garantizará una solución de la 
controversia que respete el derecho de defensa de cada una de 
ellas; y, sobre todo, garantizará la existencia de una solución 
imparcial del caso, al haber sometido a consideración razonada las 
alegaciones expuestas de someter a valoración los argumentos 
que han fundamentado su posición en la litis. Y si bien es cierto que 
el órgano jurisdiccional no se encuentra obligado a someter a 
análisis exhaustivo cada una de las numerosas alegaciones que 
podrían ser expresadas por las partes en el proceso, sí lo está en 
relación con aquéllas que mantengan relevancia para la solución 
de la controversia. Sétimo.- Estando a lo regulado por el artículo 
194º de dicho Cuerpo Legal, la doctrina señala que dicha facultad 
debe ser utilizada por los jueces con respecto a los límites que 
rigen la actuación de las pruebas de ofi cio, todo ello en aras del 
proceso legal y respeto al derecho de defensa de las partes -pues, 
donde se ve enfrentando a la justicia y la prevalencia de la 
formalidad procesal, debe resolverse a favor de la primera. 
Asimismo, se sostiene que es una herramienta para hacer justicia 
concreta y por ende generar paz social, aparte de su empleo sólo 
en los casos que resulte justifi cado, la debida y sufi ciente 
motivación de las resoluciones judiciales en materia de prueba de 
ofi cio es un imperio que no puede postergarse más, pues sería una 
decidida contribución al correcto uso y manejo de dicha herramienta 
legal2 Octavo.- El artículo 202º del Código Procesal Civil, la 
audiencia de pruebas será dirigida personalmente por el Juez, bajo 
sanción de nulidad. Antes de iniciarla tomará a cada uno de los 
convocados, juramento o promesa de decir la verdad, mientras que 
el artículo 203º de dicho cuerpo legal, señala que la fecha fi jada 
para la audiencia es inaplazable y se realizará en el local del 
juzgado. A ello deberán concurrir personalmente las partes y 
terceros legitimados y el representante del Ministerio Público, en 
los casos las personas jurídicas y los incapaces comparecen a 
través de sus representantes legales. Las partes y los terceros 
pueden concurrir con sus abogados, salvo disposición distinta a lo 
dispuesto por el código, sólo si se prueba un hecho grave o 
justifi cado que impida su presencia el juez autorizará a una parte a 
actuar mediante representante. Si a la audiencia concurren una de 
las partes esta se realizará sólo con ella, sino concurren ambas 
partes, el juez dará por concluido el proceso. Noveno.- El Principio 
de Preclusión, viene a ser la situación jurídica en la que se 
encuentran las partes del proceso cuando pretenden realizar un 
acto procesal que se debió realizar en un momento anterior – 

sustentando en la oportunidad- y no se hizo cuando se realizó en 
su oportunidad, el acto procesal y se pretende ampliar o modifi car 
en fecha posterior. Así la preclusión no se debe entender como la 
reapertura de la etapa, sino la ejecución válida de actos procesales3. 
Décimo.- De la revisión del proceso se advierte lo siguiente: - El 
demandante mediante escrito de fecha 30 de enero de 2015, 
solicita que la demandada desocupe y le restituya la posesión del 
bien inmueble sito en Pueblo Joven Juan Pablo II, Manzana O, 
Lote 12, del Distrito de Villa María del Triunfo, de la Provincia y 
Departamento de Lima. El Juez del Juzgado Civil de la Corte 
Superior de Lima Sur, declaró fundada la demanda mediante 
sentencia del 12 de noviembre de 2015. - Con recurso de apelación 
Catherine Ramos Cueva, cuestiona la decisión del juez de la 
causa, anexando como medio probatorio: El contrato privado de 
cesión de derechos del 16 de mayo 2007; y, el auto admisorio del 
proceso de otorgamiento de escritura pública en la causa número 
00124-2015, seguido por su parte. - Por resolución del 19 de abril 
de 2016 (fojas 82 al 84) la Sala Superior declaró improcedentes 
dichos medios probatorios, por cuanto incumplen los requisitos 
previstos en el artículo 374º del Código Procesal Civil, por haber 
sido expedidos con fecha posterior al inicio del presente proceso, 
señalando fecha para la audiencia de la vista de la causa, para el 
06 de julio de 2016, decisión que fue notifi cada mediante cedula de 
fojas ciento ocho. - Por escrito corriente a fojas noventa, David 
Saavedra Ayende, solicitó informe oral, la misma que mediante 
resolución del 31 de mayo de 2016, fue declarada improcedente 
por extemporáneo. - La constancia de fecha 06 de julio de 2016, 
obrante a fojas ciento treinta, se acredita que se llevó a cabo la 
audiencia de informe oral. - Por resolución de fecha 11 de julio de 
2016 (fojas 138), la Sala Superior, en aplicación del artículo 194º 
del Código Civil, admitió como medios probatorios de ofi cio: El 
contrato privado de cesión de derechos del 16 de mayo de 2007; y, 
el auto admisorio del proceso de otorgamiento de escritura pública 
en la causa número 00124-2015. - David Saavedra Ayende , 
mediante escrito de fojas ciento cuarenta y cinco absuelve el 
traslado a la acotada resolución señalando que con ello se ha 
vulnerado el principio de preclusión; además, de existir una 
resolución consentida con la cual se declaró improcedente los 
medios probatorios por lo que solicita la nulidad, pues la causa se 
encontraba al voto para dictarse sentencia. - La Sala Superior 
mediante resolución de fecha 01 de agosto de 2016, declaró 
infundada la nulidad presentada por el demandante, al considerar 
que se ha emitido pronunciamiento conforme a lo regulado por el 
artículo 194º del Código Procesal Civil, sin vulnerarse el derecho 
de defensa del actor, procediendo a expedir sentencia de vista. 
Décimo Primero.- Estando a lo expuesto, resolviendo la denuncia 
procesal invocada, revisado los autos y analizada la decisión 
recurrida, es del colegirse que la misma se encuentra incursa en 
causal de nulidad. La Sala Superior si bien revocó la decisión 
impugnada desestimando la demanda, por considerar que en el 
presente caso no concurren los supuestos del artículo 911º del 
Código Civil, para determinar la precariedad de la parte demandada, 
toma en cuenta el medio probatorio presentado en la apelación por 
esta, sin considerar en principio que el mismo fue rechazado en 
primera oportunidad al haberse ofrecido sin cumplir las formalidades 
que exige el artículo 376º del Código Procesal Civil, y si bien la Sala 
de mérito ejerciendo las facultades que le confi ere el artículo 194º 
del mismo cuerpo procesal incorpora al proceso tales actuados, 
también lo es que ello se hace transgrediendo los lineamientos que 
el principio de preclusión procesal prevé para su propósito, esto es, 
que ello se ha realizado después de haberse producido la vista de 
la causa. Máxime aún, si bien el artículo 194º del Código Procesal 
acotado, faculta al Juez a incorporar al proceso los medios 
probatorios que resulten pertinentes para resolver la controversia, 
también lo es que, debe hacerse respetando el debido proceso 
regulado por los incisos 3) y 5) del artículo 139º de la Constitución 
Política del Estado, lo cual no ha sucedido en el presente caso, por 
lo que, el recurso de casación debe ampararse. Décimo Segundo.- 
Como consecuencia del análisis anotado, también se evidencia 
vicios en la motivación de la resolución materia de casación, en 
cuanto la misma concluyó -bajo el análisis y apreciación de medios 
probatorios que fueron incorporados al proceso en forma indebida- 
que en el caso de autos no se encuentra acreditado los supuestos 
regulados en la Casación Nº 2195-2011-Ucayali dictada en el 
Cuarto Pleno Casatorio, así como en el artículo 911º del Código 
Civil, por lo que resulta necesario, nulifi car lo actuado y disponer 
que renovando el acto procesal viciado se proceda a expedir nuevo 
pronunciamiento, careciendo de objeto pronunciarse respecto a las 
causales de orden material. Décimo Tercero.- En consecuencia, si 
bien no se encuentra dentro de la esfera de facultades de esta 
Corte de Casación, provocar un nuevo examen crítico de los 
medios probatorios que sirven de sustento a la decisión emitida por 
las instancias de mérito, no es menos cierto que, en algunos casos 
la arbitraria o insufi ciente evaluación de la prueba por la instancia 
inferior origina un fallo con una motivación aparente, aspecto que 
faculta a esta Sala Casatoria a revisar que la actividad procesal en 
materia de prueba, sea valorada debidamente en su pertenencia, 
idoneidad, utilidad y licitud. DECISION Por los fundamentos 
expuestos; y, en aplicación de las disposiciones reguladas por el 
Artículo 396 numeral 1) del Código Procesal Civil Declararon: 
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FUNDADO el recurso del recurso de casación interpuesto por 
David Saavedra Ayende. NULA la sentencia de vista de fecha 20 
de setiembre de 2016, expedida por la Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Lima Sur (fojas 162). ORDENARON: a la 
Sala Superior expedir nuevo pronunciamiento teniendo en cuanta 
las consideraciones expuestas en el presente proceso. 
DISPUSIERON: la publicación de la presente resolución en el 
Diario Ofi cial “El Peruano” bajo responsabilidad; en los seguidos 
con Catherine Ramos Cueva, sobre desalojo por ocupación 
precaria; y, los devolvieron. Interviniendo como ponente la señora 
Jueza Suprema Huamani Llamas. SS. TÁVARA CÓRDOVA, 
HURTADO REYES, HUAMANI LLAMAS, SALAZAR LIZARRAGA, 
CALDERÓN PUERTAS

1 Casación Nº 6910-2015, expedida por la Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República el 18 de agosto de 2015.

2 Martel, Chang. Rolando: Pruebas de Ofi cio en el Proceso Civil. Poder con 
Limites: En Actualidad Jurídica N 140 Julio- 2005. Tomado por Martin Hurtado 
Reyes Estudios del Derecho Procesal Civil Segunda Edición 2014.

3 Hurtado Reyes. Martin Alejandro Principio de Preclusión –Principios Procesales 
Fundamentos del Derecho procesal Civil, páginas 100.
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CASACIÓN Nº 364-2017 LIMA NORTE

Materia: REIVINDICACIÓN.
Los requisitos para poder acceder a la reivindicación son: i) El 
derecho de propiedad del demandante respecto del bien sub 
materia, para cuyo efecto es necesario acreditar su titularidad 
con los instrumentos que demuestren el dominio útil y el dominio 
directo; ii) Identidad del bien con el que posee el demandado, es 
decir que el inmueble sub litis debe estar debida y adecuadamente 
individualizado, en cuanto área, linderos y colindancias; y, iii) 
Posesión ilegitima por parte del demandado del citado bien.

Lima, catorce de diciembre de dos mil diecisiete.-

LA SALA CIVIL PERMANENTE DE LA CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA DE LA REPÚBLICA: vista la causa número trescientos 
sesenta y cuatro - dos mil diecisiete, en audiencia pública llevada a 
cabo en la fecha y producida la votación con arreglo a ley, se emite 
la siguiente sentencia: I. ASUNTO Viene a conocimiento de esta 
Sala Suprema, el recurso de casación de fecha siete de noviembre 
de dos mil dieciséis, interpuesto a fojas cuatrocientos noventa y 
uno, por la demandante Elizabeth Esperanza Julca Ortiz, contra 
la sentencia de vista de fecha cinco de octubre de dos mil dieciséis, 
obrante a fojas cuatrocientos setenta, que Confi rmó la sentencia de 
primera instancia de fecha treinta y uno de marzo de ese mismo 
año, de fojas trescientos noventa y uno, que declaró Improcedente 
la demanda sobre reivindicación, con lo demás que contiene; en 
los seguidos contra Inni Soledad Céspedes Prieto. II. 
ANTECEDENTES 1. Demanda Mediante escrito de fecha catorce 
de mayo de dos mil catorce, de fojas treinta y dos, Elizabeth 
Esperanza Julca Ortiz, interpone demanda de reivindicación 
solicitando que se le entregue el inmueble de su propiedad ubicado 
en el Pueblo Joven Programa de Vivienda Municipal 
“Confraternidad” (AA. HH. San Martín de Porres), Calle 10 - 
Manzana 172, Lote 14, Distrito de Los Olivos, Provincia y 
Departamento de Lima; como fundamentos de su demanda 
sostiene que: • Es propietaria del inmueble sub litis, conforme se 
verifi ca del testimonio de escritura pública de compraventa 
celebrada entre Rosa Maribel Céspedes Sotelo, Mirella Patricia 
Céspedes Sotelo, Nashia Jackeline Céspedes Sotelo y la 
recurrente, con fecha veinticinco de febrero del dos mil catorce. • 
Se encuentra inscrita como contribuyente en la Municipalidad 
Distrital de Los Olivos, con el número de Código Predial 0313282, 
y en SEDAPAL con el número de suministro 3796802. • Sostiene 
que pese a reiteradas solicitudes verbales y la Carta Notarial 
enviada a la demandada para que desaloje el bien inmueble de su 
propiedad, la misma ha hecho caso omiso a tales requerimientos 
por lo que se vio en la necesidad de recurrir ante el Centro de 
Conciliación Extrajudicial “LOS OLIVOS”, concurriendo la 
demandada. 2. Contestación de Demanda y Reconvención 
Mediante escrito de fecha dieciocho de julio de dos mil catorce, de 
fojas cien, Inni Soledad Céspedes Prieto, contesta la demanda 
afi rmando que: La demanda de reivindicación debe estar dirigida 
por el propietario no poseedor contra el poseedor no propietario, 
circunstancia que no opera en el presente caso. Así, indica que 
tiene la calidad de poseedora propietaria por haber adquirido tal 
derecho de propiedad por estar poseyendo el inmueble sub litis en 
forma pública, pacífi ca y continua desde el mes de enero de mil 
novecientos noventa. Refi ere que acredita su posesión continúa, 
pacifi ca, publica por más de diez años con la serie de medios 
probatorios conducentes a evidenciar lo señalado. Aduce que, 
tanto la actora como las transferentes, se coludieron dolosamente 
para perjudicarla, siendo que estas sabían que ya no eran 
propietarias del bien que enajenaban, como asimismo la actora 
sabía que el bien que compraba realmente ya no pertenecía a las 
transferentes, pero no obstante esto, dolosamente se determinaron 
a celebrar un contrato con un fi n ilícito. 2.1. Reconvención La 

demandada solicita la prescripción adquisitiva de dominio del bien 
inmueble materia de litis. 2.2. Mediante resolución del veinticinco 
de julio de dos mil catorce, obrante a fojas ciento treinta, se tiene 
por contestada la demanda y se declaró inadmisible la 
reconvención. 2.3. La reconviniente, apela este extremo de la 
resolución mencionada como se puede ver a fojas ciento noventa y 
cuatro, la que después de ser concedida, la Sala Civil Permanente 
de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, mediante resolución 
de fecha veintisiete de abril de dos mil quince (fojas trescientos 
veintidós), declaró Nulo el extremo que declaró inadmisible la 
reconvención, y ordenó que el A quo expida nueva resolución. 2.4. 
El Juez de la causa, por auto de fecha doce de junio de dos mil 
quince (fojas trescientos veintiséis) resolvió declarar inadmisible la 
reconvención y le otorgó a la emplazada un plazo de diez días para 
que subsane los defectos advertidos. 2.5. Por resolución número 
dieciocho, de fojas trescientos cincuenta y ocho, se rechazó la 
reconvención formulada por Inni Soledad Céspedes Prieto, pues 
no se cumplió con las omisiones señaladas. 2.6. La demandada, 
apela la resolución anterior, sin embargo, fue declarada inadmisible 
para que cumpla con adjuntar el arancel judicial por dicho concepto, 
sin embargo, al no proceder así, mediante resolución número 
veinte de fecha tres de diciembre de dos mil quince, de fojas 
trescientos setenta y cuatro, se rechazó el recurso de apelación 
quedando consentida la resolución que rechazó la reconvención 
sobre prescripción adquisitiva de dominio. 3. Puntos 
Controvertidos Mediante resolución de fecha tres de diciembre de 
dos mil quince, de fojas trescientos setenta y cuatro, se fi jó el 
siguiente punto controvertido: - Determinar si corresponde 
reivindicar a favor de la actora el bien inmueble ubicado en la Calle 
10, Manzana 172, Lote 14, Pueblo Joven Programa Municipal de 
Vivienda “Confraternidad” (Asentamiento Humano San Martín de 
Porres) Distrito de Los Olivos, inscrito con el Código Nº P01051465 
en el Registro de Predios de la SUNARP. 4. Sentencia de Primera 
Instancia El Juez del Juzgado Civil del Módulo Básico de Justicia 
de Los Olivos de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, 
mediante sentencia de fecha treinta y uno de marzo de dos mil 
dieciséis, obrante a fojas trescientos noventa y uno, declaró 
Improcedente la demanda. Señaló como fundamentos: – Fluye de 
la escritura pública de fecha veinticinco de febrero del dos mil 
catorce, mediante el cual se verifi ca la transferencia de la propiedad 
por parte de sus anteriores propietarios, Rosa Maribel Céspedes 
Sotelo, Mirella Patricia Céspedes Sotelo, y Nashia Jackeline 
Céspedes Sotelo, a favor de la actora, adquiriendo de modo 
derivado, la propiedad del bien inmueble sub litis; por lo que se 
tiene por acreditado, que la recurrente ostenta el derecho sobre la 
propiedad del bien inmueble sub materia. A esta cualidad jurídica, 
se adiciona la publicidad de dicha cualidad, y la fuente de 
adquisición de la misma, con la inscripción registral de su título de 
propiedad. – Respecto a la parte demandada, del examen al 
acervo probatorio obrante en el expediente, tales como la 
constancia de vivencia, acta de constatación, Carta SAC-
5055005100-A-306-2014, expedido por Movistar, acta de 
nacimiento, fi rma de apoyo de moradores, el ofi cio Nº 003381 
-2015/GRI/SGARF/RENIEC, la carta TSP-83030000-LQV-891- 
2015-C-F, y la declaración testimonial de Carol Mima Panti García, 
Letty Cenepo Yaicurima, Agripina Rosalbina Melgarejo Viuda de 
Ángeles, Luis Jaime Flores Arce; se verifi ca que la demandada 
cumple con el tiempo de posesión que exige la prescripción 
adquisitiva. – Del mismo modo, con los recibos por pagos de 
servicios básicos, recibos de pagos al programa de vivienda y los 
depósitos judiciales por concepto de expropiación, se observa el 
animus domini en la posesión del bien sub materia, al ejercer la 
posesión con actos propios del propietario, como el haber instalado 
los servicios básicos y abonar su consumo, el sufragar sus 
obligaciones ante el Programa Municipal de Vivienda, e incluso 
participar en el proceso de expropiación contra la Urbanizadora 
Pro, a efectos de hacerse con la propiedad del bien. A dichos 
hechos, se añade que la posesión ejercida por la demandada ha 
sido a vista de todos, conforme lo han sostenido los testigos 
presentados, y lo que se deduce de la fi rma de apoyo de moradores 
no obrando asimismo, medio probatorio en el expediente que 
permita advertir que la posesión se haya ejercido mediante 
violencia. – En base a los medios probatorios obrantes en el 
expediente, se permite concluir que la demandada ostenta un 
posible derecho (por prescripción adquisitiva), que la legitima y 
justifi ca en la posesión del bien inmueble sub materia, resultando 
jurídicamente imposible que la acción de reivindicación proceda 
contra quien ostente derecho que justifi que su posesión. – En el 
presente proceso, no se propende declarar la prescripción 
adquisitiva sobre el bien inmueble sub litis, a fi n de mantener 
incólume el principio de congruencia de las resoluciones judiciales, 
regulado por el artículo 50 inciso 6 del Código Procesal Civil, sino 
tan solo se busca establecer la concurrencia de los requisitos a 
efectos de que opere la reivindicación del bien inmueble objeto del 
proceso. 5. Recurso de Apelación Por escrito de fecha trece de 
abril de dos mil dieciséis, obrante a fojas cuatrocientos nueve, 
Elizabeth Esperanza Julca Ortiz ha interpuesto recurso de 
apelación, contra la sentencia de primera instancia, alegando lo 
siguiente: • La resolución impugnada considera medios probatorios 
de la parte demandada que solamente se ventilan o se podrían 


